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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0098-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE
LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El Ecuador es un Estado
constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario,
intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera
descentralizada. La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se
ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del
Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores, niñas, niños y
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes
adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y
especializada en el ámbito público y privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado, además de las
atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del
área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de abril de 1990, en
la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga, Vehículos, Embarcaciones
Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: “Las Partes convienen el reconocimiento
mutuo de sentencias y la repatriación de los nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte,
para que paguen la condena en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el
juicio, éste se sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de las
autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y fijará las
excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento de Repatriación
de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias de la
jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán ser ejecutadas en el
país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las sentencias de justicia penal
extranjera que impongan penas privativas de libertad a ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el
Ecuador, de conformidad con los instrumentos internacionales o al amparo del principio de reciprocidad 
internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá decidir el
traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y derechos humanos,
decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: “Tercera. - En los
casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el Ecuador, las obligaciones de pago de
multas quedan extinguidas, de conformidad con los convenios internacionales referentes a esta 
materia”; 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0098-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de las
competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente
definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones ”; y en el
artículo 68 establece que: “La competencia es irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades
señalados en el ordenamiento jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el Registro
Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente Constitucional de la República,
creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por absorción la
Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión Emergente para la
construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de Rehabilitación Social, al Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el organismo rector de la elaboración y ejecución de las
políticas penitenciarias dentro del Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el Registro Oficial
Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la República, designó al Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad Central para el conocimiento y aplicación de todos los
convenios que sobre materia de traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en
el exterior, o de repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces Presidente
Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y
Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, como entidades de derecho
público, con personalidad jurídica, dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional de Atención
Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa vigente sobre rehabilitación,
reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de penas y medidas cautelares para personas
adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el
artículo 5 del mismo, dispone que el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas
ecuatorianas que cumplen sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros
serán gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente Constitucional de la
República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como Director General del Servicio
Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente Constitucional de la
República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la Constitución y la ley para precautelar los
derechos de las personas privadas de libertad, y garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1
al Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación de personas
extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin de que su sentencia sea
ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado, observando en todo momento lo
previsto en la normativa constitucional y legal vigente, así como en los instrumentos internacionales
aplicables a la materia.”; 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0098-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de seguimiento No.
4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La implementación de soluciones
estructurales requiere de la participación multiagencial, ya que no solo depende de la Función Ejecutiva
(entidades que conforman el Directorio del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas
públicas en el sistema de rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función
Legislativa en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción social, y
la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las personas privadas de
libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar el principio de derecho penal mínimo
encaminado a considerar la privación de libertad como excepcional y reducir el hacinamiento 
carcelario”; 
  
Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador” emitido por la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de la visita realizada, respecto a la
reducción de violencia en los centros de privación de libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida,
seguridad e integridad personal de las personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los
funcionarios que cumplen tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este
escenario, se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer el control de
las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación
Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el
artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, administra los centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas
de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir en el Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las medidas a mediano y largo
plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de libertad en el marco de la protección de 
derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios Penitenciarios,
Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la normativa legal vigente, se
concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente el expediente, el mismo cumple con todas
las condiciones y disposiciones legales pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano
de nacionalidad colombiana TANGARIFE LÓPEZ ROBINSON ALONSO, persona extranjera privada
de la libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este Organismo
Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana TANGARIFE LÓPEZ
ROBINSON ALONSO, contribuirá a su efectiva rehabilitación social, de conformidad con los
convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las acciones
inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el marco de la protección
de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para dar trámite a los procesos de repatriación; 
  
Que, el Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Tulcán, Provincia del Carchi dentro de la
causa Nro. 04281-2020-01226 “(…) ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0098-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA
REPÚBLICA, el Tribunal de Garantías Penales, con sede en el cantón Tulcán, provincia del Carchi, de
conformidad con el artículo 621 del Código Orgánico Integral Penal declara la culpabilidad de los
ciudadanos ROBINSON ALONSO TANGARIFE LÓPEZ, de nacionalidad colombiana, con cédula de
ciudadanía número 9770069, de estado civil unión libre, de treinta y seis años de edad, de ocupación
pintor automotriz; y, de SERGIO FRANCISCO SILVA CASANOVA , de treinta y un años de edad, de
nacionalidad colombiana, de estado civil soltero, con cédula de ciudadanía número 1089289178, ser los
autores del delito tipificado y sancionado en el artículo 220 numeral 1° literal d), en concordancia con el
artículo 47.5 del Código Orgánico Integral Penal imponiéndoles a cada uno de ellos LA PENA
PRIVATIVA DE LA LIBERTAD DE DIECISIETE AÑOS, CUATRO MESES y multa de cuarenta salarios

básicos unificados del trabajador en general como lo dispone el artículo 70 numeral 10 del COIP (…)”
(el énfasis me pertenece). Misma que fue exonerada por la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón
Tulcán, Provincia de Carchi dentro de la causa de Garantías Penitenciarias Nro. 04281-2024-00087G en
providencia de fecha 16 de febrero del 2024; 
  
Que, “(…) La Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia del Carchi. ADMINISTRANDO
JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCION Y LAS LEYES DE LA REPUBLICA, fundamentada en lo dispuesto en el Art. 5.3. del
COIP, acepta el recurso de apelación interpuesto por el señor Francisco Silva y ratifica su estado
Constitucional de inocencia, disponiéndose su inmediata libertad. Conforme a lo dispuesto en el Art.
652.5 del COIP que señala: “Cuando en un proceso existan varias personas procesadas, el recurso
interpuesto por una de ellas, beneficiará a las demás, siempre que la decisión no se funde en motivos
exclusivamente personales. Este beneficio será exigible aunque medie sentencia ejecutoriada que
declarará la culpabilidad”. De oficio la Sala reforma la sentencia, y modifica la pena impuesta al
procesado Robinson Tangarife; ya que al haberse determinado que fue el único participante en el delito
que se le imputa; queda sin efecto la agravante establecida en el Art. 47. 5 del COIP. Imponiéndole la

pena máxima privativa de libertad de 13 años (…)” (el énfasis me pertenece); 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera que la
repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana TANGARIFE LÓPEZ ROBINSON ALONSO,
se adecúa a los convenios bilaterales vigentes. 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1 de la
Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico Administrativo; y, el Decreto
Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84 de 13 de diciembre de 2023, como Director
General del SNAI: 

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana TANGARIFE LÓPEZ ROBINSON 
ALONSO, con documento de identificación Nro. 9770069, a su país de origen, donde cumplirá el resto
de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por las Autoridades Judiciales de la República del 
Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y
Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que notifique con el contenido de la presente
Resolución a la Autoridad Central correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0098-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de la presente resolución por los canales
diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente Resolución, dentro de
sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados de la Unidad Nacional de Interpol. 

DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas Cautelares, Ejecución
de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente Resolución y envío
para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del mes de febrero de 
2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- borrador_resolución_repatriación_pasiva_tangarife_lopez_robinson_alonso-signed-signed.pdf
- plificado_previo_a_resoluciÓn_de_repatriaciÓn_tangarife_lopez-signed-signed0630130001709138749.pdf

fl/oc/km/aa/ig/ji/ac
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0099-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0099-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana SARRIA GONZALEZ JESUS ANDRES, persona extranjera privada de la
libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana SARRIA GONZALEZ JESUS ANDRES, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, El Tribunal de Garantías Penales con Sede en el cantón Tulcán, provincia del
Carchi, dentro de la causa No. 04334-2017-00305 resuelve, “ADMINISTRANDO
JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR
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AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, con
fundamento jurídico en lo establecido en los Arts. 621 y siguientes del Código Orgánico
Integral Penal declara la culpabilidad de los ciudadanos GEOVANNY AGUDELO
AGUIRRE, EMIRO GRUESO FAJARDO, JESUS ANDRES SARRIA GONZALEZ Y
MARIA ANTONIA MARIN MUÑOZ, por considerarlos autores directos del delito
establecido en el Art. 220 numeral 1 literal d) del Código Orgánico Integral Penal,
imponiéndoles a cada uno de ellos la pena agravada de DIECISIETE AÑOS CUATRO
MESES DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD, debiéndose descontar el tiempo que haya
permanecido detenido por esta misma causa; pena que la cumplirá en el Centro de
Rehabilitación Social de Tulcán, y de conformidad a lo establecido en el Art. 70 numeral
10 del COIP se les impone la multa de cuarenta salarios básicos unificados del

trabajador en general, que será cancelada de conformidad con la ley” (el énfasis me
pertenece). Misma que fue exonerada por la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón
Tulcán, Provincia de Carchi dentro de la causa de Garantías Penitenciarias Nro.
04281202400089G en providencia de fecha 15 de febrero del 2024; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana SARRIA GONZALEZ
JESUS ANDRES, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes. 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana SARRIA GONZALEZ
JESUS ANDRES, con documento de identificación Nro. 1061708053, a su país de
origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por
las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
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Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
  

DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes de febrero de 2024 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- borrador_resolución_para_repatriación_pasiva_sarria_gonzalez_jesus_andres-signed-signed.pdf
- 
plificado_previo_a_resoluciÓn_de_repatriaciÓn_sarria_gonzalez-signed-signed0058603001709138712.pdf

aa/ig/ji/ac
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Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA
LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El Ecuador es un Estado
constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural,
plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La
soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del Estado.
Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos reconocidos
en la Constitución y en los instrumentos internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores, niñas, niños y
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes
adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en
el ámbito público y privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado, además de las
atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a
su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de abril de 1990, en la
Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga, Vehículos, Embarcaciones Fluviales
Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: “Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de
sentencias y la repatriación de los nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen
la condena en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se sustancie
ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de las autoridades nacionales
competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento de Repatriación de
Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias de la jurisdicción
nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán ser ejecutadas en el país de origen o
nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las sentencias de justicia penal extranjera que impongan
penas privativas de libertad a ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los
instrumentos internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá decidir el traslado de
la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y derechos humanos, decisión que se pondrá
en conocimiento del Juez de Garantías Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: “Tercera. - En los casos de
repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan
extinguidas, de conformidad con los convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de las competencias
asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino
todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La
competencia es irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento jurídico,
salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación, descentralización y desconcentración cuando
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se efectúen en los términos previstos en la ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el Registro Oficial,
Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente Constitucional de la República, creó el
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por absorción la Dirección
Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión Emergente para la construcción y puesta en
funcionamiento de los Centros de Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos,
que será el organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del Sistema de
Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el Registro Oficial Nro.
355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la República, designó al Ministerio de Justicia,
Derechos Humanos y Cultos, Autoridad Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que
sobre materia de traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces Presidente Constitucional
de la República dispuso la transformación del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la
Secretaría de Derechos Humanos, y creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional de Atención Integral
ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción,
seguridad, indultos, conmutación o rebaja de penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de
libertad, así como sobre desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen sentencias penales en el
exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la
Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente Constitucional de la
República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como Director General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente Constitucional de la República, en
virtud de la potestad discrecional otorgada por la Constitución y la ley para precautelar los derechos de las
personas privadas de libertad, y garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional
de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores: “realice los
procedimientos administrativos necesarios para la repatriación de personas extranjeras privadas de la libertad
por sentencia emitida en el Ecuador, a fin de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o
nacionalidad de la o del sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de seguimiento No. 4-20-EE/21 y
acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La implementación de soluciones estructurales requiere de
la participación multiagencial, ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el
Directorio del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de rehabilitación
social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa en su rol de adecuar el sistema
jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el
respeto de los derechos de las personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo,
aplicar el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad como
excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador” emitido por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de la visita realizada, respecto a la reducción de
violencia en los centros de privación de libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e
integridad personal de las personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que
cumplen tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario, se
recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se orienten a prevenir y
controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; y, en
cumplimiento al artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código
Orgánico Integral Penal y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir en el Sistema Nacional
de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las medidas a mediano y largo plazo que mejoren
las condiciones de las personas privadas de libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios
de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la normativa legal vigente, se concluye que, una
vez que ha sido analizado minuciosamente el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y
disposiciones legales pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana ARELLANO ARELLANO MARTIN EMILIO, persona extranjera privada de la libertad en el 
Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este Organismo Técnico
concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana ARELLANO ARELLANO MARTIN 
EMILIO, contribuirá a su efectiva rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las acciones inmediatas
para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el marco de la protección de derechos, como
una medida pronta a la pacificación; y, para dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, . El Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Tulcán, provincia del Carchi en fecha 12 de julio
del 2023, en el proceso Nro. 04281202201334 dictó sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del
ciudadano de nacionalidad colombiana ARELLANO ARELLANO MARTIN EMILIO, como coautor del
delito tipificado y sancionado en el Art. 220, numeral 1), literal d) del Código Orgánico Integral Penal, en
concordancia con lo establecido en el Art. 47 numeral 5 Ibídem, imponiéndole una pena cuarenta (40) meses de
privación de libertad, además el pago de la multa de cuarenta (40) salarios básicos unificados del trabajador en
general. Posteriormente la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Carchi, modifica la pena a
diez (10) años de privación de libertad. La multa dispuesta en sentencia de primera instancia fue exonerada
conforme resolución de fecha 16 de febrero del 2024 emitido por la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón
Tulcán, provincia de Carchi . 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera que la repatriación del
ciudadano de nacionalidad colombiana ARELLANO ARELLANO MARTIN EMILIO, se adecúa a los
convenios bilaterales vigentes; y, 
  
Que, al no haber causado efectos jurídicos el acto administrativo contenido en la resolución Nro.
SNAI-SNAI-2024-0004-R de 16 de enero de 2024, mediante Informe de la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones se concluye la necesidad de emitir un nuevo
acto conforme lo establece el Artículo 105 numeral 5 del Código Orgánico Administrativo. 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0100-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de
la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de
fecha 14 de noviembre de 2018, y 84 de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  

  
RESUELVO: 

 

Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana ARELLANO ARELLANO MARTIN 
EMILIO, con documento de identificación Nro. 5260406, a su país de origen, donde cumplirá el resto de su
pena privativa de libertad impuesta en su contra por las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones
del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, o quien haga sus veces, que notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad
Central correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y
Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de la presente resolución por los canales
diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente Resolución, dentro de sus
competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados de la Unidad Nacional de Interpol. 
  

DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas Cautelares, Ejecución de
Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos
y Repatriaciones, el seguimiento y ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente Resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial. 

  
DISPOSICIÓN DEROGATORIA

  
ÚNICA . - Deróguese la Resolución SNAI-SNAI-2024-0004-R de fecha  16 de enero de 2024, misma que es
sustituida por la presente Resolución Aprobatoria 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del mes de febrero del 
2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0100-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

Anexos: 
- respaldo_arellano_arellano_martin_emilio-signed-signed.pdf
- informe_motivado_arellano_arellano_martin_emilio-signed-signed0296864001709138854.pdf
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0101-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0101-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  

2/6
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Cuarto Suplemento Nº 50 - Registro Oficial

20 

Lunes 2 de junio de 2025

  
 

 

 

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0101-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0101-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

  
Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana  RUIZ LARGO DIANA MARCELA , persona extranjera privada de la
libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana RUIZ LARGO DIANA MARCELA, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, El Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Tulcán en fecha 16 de
octubre del 2019, en el proceso Nro. 04281201901414 dictó sentencia condenatoria
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declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad colombiana RUIZ LARGO
DIANA MARCELA, como coautor del delito tipificado y sancionado en el artículo 220
numeral 1 literal d) del Código Orgánico Integral Penal, imponiéndole una pena de diez
(10) años de privación de libertad, además el pago de la multa de cuarenta  (40) salarios
básicos unificados del trabajador en general; misma que fue exonerada conforme
resolución de fecha 15 de febrero del 2024 emitido por la Unidad Judicial Penal con sede
en el cantón Tulcán, provincia de Carchi. 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana RUIZ LARGO DIANA 
MARCELA, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  

  
RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana RUIZ LARGO DIANA 
MARCELA, con documento de identificación Nro. 30361317, a su país de origen, donde
cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por las
Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes de febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- respaldo_ruiz_largo_diana_marcela-signed-signed-1.pdf
- informe_motivado_ruiz_largo_diana_marcela-signed-signed.pdf
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Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0102-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana DELGADO CHAMORRO DARWIN ARIEL, persona extranjera privada
de la libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad 
colombiana DELGADO CHAMORRO DARWIN ARIEL, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, El Tribunal de Garantías Penales con sede en el Cantón Tulcán , provincia del
Carchi, en fecha 09 de diciembre  del 2019, en el proceso Nro. 04281-2019 dictó
sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad
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colombiana DELGADO CHAMORRO DARWIN ARIEL, como autor directo del delito
tipificado y sancionado en el artículo 220 numeral 1, literal d) del Código Orgánico
Integral Penal; imponiéndole una pena de diecisiete (17) años (4) meses de privación de
libertad, además el pago de la multa de cuarenta (40) salarios básicos unificados del
trabajador en general; misma que fue exonerada mediante auto dictado por la Unidad
Judicial Penal con Sede en el cantón Tulcán, provincia del Carchi, el 15 de febrero de 
2024; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana DELGADO
CHAMORRO DARWIN ARIEL, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana DELGADO
CHAMORRO DARWIN ARIEL, con documento de identificación Nro. 1.088.73.2691,
a su país de origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en
su contra por las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- resolución_definitiva_aprobatoria_delgado_chamorro_darwin-signed-signed.pdf
- informe_motivado_delgado_chamorro_darwin_ariel-signed-signed0148968001709138958.pdf
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana FIGUEROA PORTILLA MARLON RAMIRO , persona extranjera
privada de la libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana FIGUEROA PORTILLA MARLON RAMIRO, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, la Unidad Judicial de Garantías Penales con sede en el cantón Ibarra, en fecha 18 de
marzo del 2023, en el proceso Nro. 10281202202494 dictó sentencia condenatoria
declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad colombiana FIGUEROA
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PORTILLA MARLON RAMIRO, como autor directo del delito tipificado y
sancionado en el artículo 369 del Código Orgánico Integral Penal; imponiéndole una pena
de Veinticuatro ( 24 ) meses de privación de libertad, además el pago de la multa de
Cuatro ( 4 ) remuneraciones básicas  del trabajador en general, equivalente a  un mil
setecientos dólares de los Estados Unidos de América ( 1 700 USD ) misma que fue
exonerada mediante resolución de  fecha 16 de febrero del 2024, por la Unidad Judicial
de Garantías Penales con sede en el cantón Ibarra; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana FIGUEROA PORTILLA
MARLON RAMIRO, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y,  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana FIGUEROA
PORTILLA MARLON RAMIRO, con documento de identificación Nro. 1085946039,
a su país de origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en
su contra por las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes de febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- figueroa_portilla_marlon_ramiro-signed-signed_(1).pdf
- 
de_cumplimiento_de_requisitos_repatriación_pasiva_figueroa_portilla_marlon_ramiro-signed-signed.pdf
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos  
  
humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías Penitenciarias
para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
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Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
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como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
  
Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana NARVAEZ ARMERO JHON EYSON, persona extranjera privada de la
libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana NARVAEZ ARMERO JHON EYSON, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, El Tribunal de Garantías Penales con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia de
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Carchi en fecha 13 de enero del 2020, en el proceso Nro. 04281201903040 dictó
sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad
colombiana NARVAEZ ARMERO JHON EYSON, como autor directo del delito
tipificado y sancionado en el artículo 220 numeral 1 literal d) del Código Orgánico
Integral Penal, imponiéndole una pena de diez (10) años de privación de libertad, además
el pago de la multa de cuarenta (40) salarios básicos unificados del trabajador en general;
misma que fue exonerada conforme auto/resolución de fecha 15 de febrero del 2024
emitido por la Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia de Carchi; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana NARVAEZ ARMERO
JHON EYSON, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana NARVAEZ ARMERO
JHON EYSON, con documento de identificación Nro. 1193572880, a su país de origen,
donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por las
Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
  

5/6
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Registro Oficial - Cuarto Suplemento Nº 50

41 

Lunes 2 de junio de 2025

  
 

 

 

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0104-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- 4__resolucion_aprobatoria_narvaez_armero_signed-signed.pdf
- 3_)_informe_simplificado_narvaez_armero_jhon_eyson_signed-signed0530848001709139118.pdf

ovc/ig/ji/ac

6/6
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 

Firmado electrónicamente por:

LUIS EDUARDO
ZALDUMBIDE LOPEZ



Cuarto Suplemento Nº 50 - Registro Oficial

42 

Lunes 2 de junio de 2025

  
 

 

 

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2024-0105-R

Quito, D.M., 28 de febrero de 2024

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana VALENCIA BARAHONA MANUEL ALBERTO, persona extranjera
privada de la libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana VALENCIA BARAHONA MANUEL ALBERTO, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, la Unidad Judicial Multicompetente Penal con sede en el Cantón Playas, Provincia
de Guayas en fecha 17 de agosto del 2022, en el proceso Nro. 09290202200285T dictó
sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad
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colombiana VALENCIA BARAHONA MANUEL ALBERTO, como coautor del delito
tipificado y sancionado en el artículo 220 numeral 1 literal c) conforme al artículo 42
numeral 1 del Código Orgánico Integral Penal, imponiéndole una pena de veinticuatro
meses de privación de libertad, además el pago de la multa de doce (12) salarios básicos
unificados del trabajador en general; misma que fue exonerada conforme auto/resolución
de fecha 21 de febrero de 2024, emitido por la Unidad Judicial Especializada de Garantías
Penitenciarias con sede en el Cantón Portoviejo; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana VALENCIA BARAHONA
MANUEL ALBERTO, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana VALENCIA
BARAHONA MANUEL ALBERTO, con documento de identificación Nro. 4816322, a
su país de origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su
contra por las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- valencia_barahona_manuel-signed-signed.pdf
- info_mot_valencia_barahona_manuel-signed-signed0845521001709139059.pdf

es/ig/ji/ac
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana SEPULVEDA SALCEDO BAYARDO, persona extranjera privada de la
libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana SEPULVEDA SALCEDO BAYARDO, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, el Tribunal de Garantías Penales con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia del
Carchi en fecha 10 de febrero de 2020, en el proceso Nro. 04281-2019-01589 dictó
sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad
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colombiana SEPULVEDA SALCEDO BAYARDO, como coautor del delito tipificado y
sancionado en el artículo 220 numeral 1 literal d) del Código Orgánico Integral Penal,
imponiéndole una pena de diez años (10) de privación de libertad, además el pago de la
multa de cuarenta  (40) salarios básicos unificados del trabajador en general; misma que
fue exonerada conforme auto/resolución de fecha 10 de febrero de 2024, emitido por la
Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia de Carchi; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana SEPULVEDA SALCEDO
BAYARDO, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana SEPULVEDA
SALCEDO BAYARDO, con documento de identificación Nro. 1033745374, a su país de
origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por
las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- sepulveda_salcedo_bayardo-signed-signed.pdf
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana ALVAREZ ANTEQUERA PAUL ENRIQUE, persona extranjera privada
de la libertad en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana ALVAREZ ANTEQUERA PAUL ENRIQUE, contribuirá a su efectiva
rehabilitación social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, El Tribunal de Garantías Penales d ela Parroquia Iñaquito del Distrito Metropolitano
de Quito, Provincia de Pichincha en fecha 28 de octubre del 2016, en el proceso Nro.
17282201602358 dictó sentencia condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano
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de nacionalidad colombiana ALVAREZ ANTEQUERA PAUL ENRIQUE, como autor
directo del delito tipificado y sancionado en el artículo 220 numeral 1 literal d) del
Código Orgánico Integral Penal, imponiéndole una pena de diecisiete (17) años cuatro (4)
meses de privación de libertad, además el pago de la multa de sesenta (60) salarios
básicos unificados del trabajador en general; misma que fue exonerada conforme
auto/resolución de fecha 21 de febrero del 2024 emitido por la Unidad Judicial
Especializada de Garantías Penitenciarias con Sede en el Cantón Portoviejo; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana ALVAREZ
ANTEQUERA PAUL ENRIQUE, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana ALVAREZ
ANTEQUERA PAUL ENRIQUE, con documento de identificación Nro. 72052549, a
su país de origen, donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su
contra por las Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- 4__resolucion_aprobatoria_alvarez_antequera_signed-1-signed.pdf
- 
3_)_informe_simplificado_alvarez_antequera_paul_enrique_signed-1-signed0417632001709139285.pdf
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS
PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 1 señala que: “El
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático,
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en
forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la
Constitución (…)”; 
  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes
primordiales del Estado. Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación,
el efectivo goce de los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales y la seguridad integral; 
  
Que, el artículo 35 de la Norma Suprema, establece que las personas adultas mayores,
niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas
privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en el ámbito público y 
privado; 
  
Que, la Constitución dispone en el artículo 154 que las Ministras y Ministros de Estado,
además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría
de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiera su gestión”; 
  
Que, entre la República del Ecuador y la República de Colombia suscribieron el 18 de
abril de 1990, en la Ciudad de Esmeraldas, el Convenio sobre tránsito de Personas, Carga,
Vehículos, Embarcaciones Fluviales Marítimas y Aeronaves, en cuyo artículo 86 señala: 
“Las Partes convienen el reconocimiento mutuo de sentencias y la repatriación de los
nacionales que hubieren sido sentenciados en la otra Parte, para que paguen la condena
en la región de su domicilio. Así también acuerdan que, una vez iniciado el juicio, éste se
sustancie ante los jueces nacionales del detenido, quien deberá ser puesto a órdenes de
las autoridades nacionales competentes. El Reglamento establecerá el procedimiento y
fijará las excepciones a la repatriación”; 
  
Que, los Gobiernos de los dos países suscribieron el Reglamento sobre el Procedimiento
de Repatriación de Personas sentenciadas el 7 de abril 1994; 
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 727, señala que: “Las sentencias
de la jurisdicción nacional, en las que se impongan penas privativas de libertad podrán
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ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad de la o del sentenciado. Así mismo, las
sentencias de justicia penal extranjera que impongan penas privativas de libertad a
ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos
internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional”; 
  
Que, el artículo 728 de la norma ibidem, en su numeral 1, expresa que: “Corresponderá
decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y
derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del Juez de Garantías
Penitenciarias para su ejecución”;  
  
Que, el Código Orgánico Integral Penal en la Disposición General Tercera señala: 
“Tercera. - En los casos de repatriación de personas extranjeras sentenciadas en el
Ecuador, las obligaciones de pago de multas quedan extinguidas, de conformidad con los
convenios internacionales referentes a esta materia”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo, en el artículo 67 dispone que: “El ejercicio de
las competencias asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo
expresamente definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el
cumplimiento de sus funciones ”; y en el artículo 68 establece que: “La competencia es
irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento
jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,
descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 
ley”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de noviembre de 2007, publicado en el
Registro Oficial, Suplemento No. 220, de 27 de noviembre de 2007, el Presidente
Constitucional de la República, creó el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 585 de 16 de diciembre de 2010, se fusiona por
absorción la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y Unidad Transitoria de Gestión
Emergente para la construcción y puesta en funcionamiento de los Centros de
Rehabilitación Social, al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, que será el
organismo rector de la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias dentro del
Sistema de Rehabilitación Social; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 592, de 22 de diciembre de 2010, publicado en el
Registro Oficial Nro. 355, de 05 de enero de 2011, el Presidente Constitucional de la
República, designó al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Autoridad
Central para el conocimiento y aplicación de todos los convenios que sobre materia de
traslado de personas sentenciadas, cumplimiento de sentencias penales en el exterior, o de
repatriaciones, sea suscriptor el Ecuador, o en un futuro llegare a serlo; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 560, de 14 de noviembre de 2018, el entonces
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Presidente Constitucional de la República dispuso la transformación del Ministerio de
Justicia, Derechos Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos, y creó el
Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores, como entidades de derecho público, con personalidad jurídica,
dotadas de autonomía administrativa y financiera; 
  
Que, en el artículo 4 del precitado Decreto Ejecutivo, se dispone que el Servicio Nacional
de Atención Integral ejerza todas las atribuciones constantes en leyes y demás normativa
vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de
penas y medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre
desarrollo integral de adolescentes infractores, y en el artículo 5 del mismo, dispone que
el SNAI, se encargará del traslado o repatriación de personas ecuatorianas que cumplen
sentencias penales en el exterior y las repatriaciones de ciudadanos extranjeros serán
gestionados por el SNAI, para lo cual notificará a la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 84 de 13 de diciembre de 2023, el Presidente
Constitucional de la República designó al Señor Luis Eduardo Zaldumbide López como
Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas
de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 139 de 29 de enero de 2024, el Presidente
Constitucional de la República, en virtud de la potestad discrecional otorgada por la
Constitución y la ley para precautelar los derechos de las personas privadas de libertad, y
garantizar la seguridad nacional, dispuso en su artículo 1 al Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores: “realice los procedimientos administrativos necesarios para la repatriación
de personas extranjeras privadas de la libertad por sentencia emitida en el Ecuador, a fin
de que su sentencia sea ejecutoriada en el país de origen o nacionalidad de la o del
sentenciado, observando en todo momento lo previsto en la normativa constitucional y
legal vigente, así como en los instrumentos internacionales aplicables a la materia.”; 
  
Que, la Corte Constitucional del Ecuador, en el párrafo 29 del Auto de fase de
seguimiento No. 4-20-EE/21 y acumulado de 03 de marzo de 2021, señala que “29. La
implementación de soluciones estructurales requiere de la participación multiagencial,
ya que no solo depende de la Función Ejecutiva (entidades que conforman el Directorio
del Organismo Técnico que tiene el deber de emitir políticas públicas en el sistema de
rehabilitación social) sino de las otras funciones del Estado como la Función Legislativa
en su rol de adecuar el sistema jurídico con los fines de rehabilitación y reinserción
social, y la Función Judicial en su rol de garantizar el respeto de los derechos de las
personas privadas de libertad reconocidos en la Constitución, como por ejemplo, aplicar
el principio de derecho penal mínimo encaminado a considerar la privación de libertad
como excepcional y reducir el hacinamiento carcelario”; 
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Que, las recomendaciones del Informe “Personas Privadas de Libertad en Ecuador”
emitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 2022, con ocasión de
la visita realizada, respecto a la reducción de violencia en los centros de privación de
libertad, indica que se debe: “Garantizar la vida, seguridad e integridad personal de las
personas que se encuentran bajo su custodia, así como de los funcionarios que cumplen
tareas en los centros de detención, debe ser una prioridad del Estado. En este escenario,
se recomienda que el Estado priorice la realización urgente de acciones eficaces que se
orienten a prevenir y controlar todo tipo de violencia las cárceles, así como a restablecer
el control de las cárceles”; 
  
Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la
Libertad y a Adolescentes Infractores se constituye en el Organismo Técnico del Sistema
Nacional de Rehabilitación Social; y, en cumplimiento al artículo 202 de la Constitución
de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal
y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, administra los
centros de privación de libertad y custodia a las personas privadas de libertad; 
  
Que, el Estado ecuatoriano debe adoptar medidas a corto plazo que permitan intervenir
en el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, mientras se continúan organizando las
medidas a mediano y largo plazo que mejoren las condiciones de las personas privadas de
libertad en el marco de la protección de derechos; 
  
Que, bajo el análisis del área sustantiva del SNAI denominada Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones y dentro del marco de la
normativa legal vigente, se concluye que, una vez que ha sido analizado minuciosamente
el expediente, el mismo cumple con todas las condiciones y disposiciones legales
pertinentes para el proceso de traslado-repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana PINTO ALMEIDA FREDY URIEL, persona extranjera privada de la libertad
en el Ecuador; 
  
Que, conforme se desprende de los Informes Técnicos que constan en el expediente, este
Organismo Técnico concluye que la repatriación del ciudadano de nacionalidad
colombiana PINTO ALMEIDA FREDY URIEL, contribuirá a su efectiva rehabilitación
social, de conformidad con los convenios bilaterales vigentes; 
  
Que, en virtud de las competencias otorgadas constitucional y legalmente, se ejecutan las
acciones inmediatas para reducir la violencia en los centros de privación de libertad, en el
marco de la protección de derechos, como una medida pronta a la pacificación; y, para
dar trámite a los procesos de repatriación. 
  
Que, el Tribunal de Garantías Penales con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia del
Carchi 11 de diciembre de 2019, en el proceso Nro. 04334-2019-00369 dictó sentencia
condenatoria declarando la culpabilidad del ciudadano de nacionalidad colombiana
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PINTO ALMEIDA FREDY URIEL, como coautor del delito tipificado y sancionado en
el artículo 220 numeral 1 literal d) del Código Orgánico Integral Penal, imponiéndole una
pena de diez años (10) de privación de libertad, además el pago de la multa de cuarenta 
(40) salarios básicos unificados del trabajador en general; misma que fue exonerada
conforme auto/resolución de fecha 15 de febrero de 2024, emitido por la Unidad Judicial
Penal con Sede en el Cantón Tulcán, Provincia de Carchi; 
  
Que, Conforme consta en los informes técnicos del expediente esta Institución considera
que la repatriación del ciudadano de nacionalidad colombiana PINTO ALMEIDA
FREDY URIEL, se adecúa a los convenios bilaterales vigentes; y, 
  
En este sentido, y en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 154, numeral 1
de la Constitución de la República del Ecuador; 67 y 68 del Código Orgánico
Administrativo; y, el Decreto Ejecutivo N.º 560, de fecha 14 de noviembre de 2018, y 84
de 13 de diciembre de 2023, como Director General del SNAI: 
  
  

RESUELVO:

  
Artículo 1.- Trasladar al ciudadano de nacionalidad colombiana PINTO ALMEIDA
FREDY URIEL, con documento de identificación Nro. 1080040263, a su país de origen,
donde cumplirá el resto de su pena privativa de libertad impuesta en su contra por las
Autoridades Judiciales de la República del Ecuador. 
  
Artículo 2.- Disponer al Director de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien haga sus veces, que
notifique con el contenido de la presente Resolución a la Autoridad Central
correspondiente de la República de Colombia. 
  
Artículo 3.- Disponer a la Dirección de Beneficios Penitenciarios, Cambios de Régimen,
Indultos y Repatriaciones del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas
Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores la coordinación de la notificación de
la presente resolución por los canales diplomáticos pertinentes. 
  
Así mismo, se deberán realizar todas las acciones tendientes a ejecutar la presente
Resolución, dentro de sus competencias, asistido/a en lo que corresponda por Delegados
de la Unidad Nacional de Interpol. 
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DISPOSICIÓN GENERAL

  
PRIMERA. - Encárguese a la Subdirección General, a la Subdirección de Medidas
Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas y a la Dirección de Beneficios
Penitenciarios, Cambios de Régimen, Indultos y Repatriaciones, el seguimiento y
ejecución de la presente Resolución. 
  
SEGUNDA. - Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente
Resolución y envío para la respectiva publicación en el Registro Oficial. 
 
Dado y suscrito, en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano a los veintiocho días del
mes febrero del 2024. 

 

Documento firmado electrónicamente

Grab (SP) Luis Eduardo Zaldumbide Lopez
DIRECTOR GENERAL 

Anexos: 
- pinto_almeida_fredy_uriel-signed-signed.pdf
- info_mot_pinto_almeida_fredy_uriel-signed-signed0924383001709139343.pdf
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